INTERPONE RECURSO EXTRAORDINARIO.

Excma. Cámara Sala II:

Gonzalo Pablo Miño, abogado, en la defensa técnica de JULIO FERMOSELLE, RAMÓN TELMO IBARRA, LUCIO CESAR NAST, ERNESTO VALLEJO Y EDUARDO DUGOUR en la causa Nro. FRO 85000124/2010/11/CFC6, caratulad: “legajo nº 11 - querellante: vivono, alfredo néstor y otros imputado: nast, lucio césar y otros s/ legajo de casación”, con domicilio legal constituido en calle Uruguay 1064 Piso 5 Depto B y domicilio electrónico 20202983953, se presenta y a V.E. dice:  

I.-OBJETO

Que, en legal tiempo y forma, vengo a INTERPONER FORMAL RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL, de conformidad con los arts. 14, 15 y 16 de la Ley 48 y doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación; contra la Sentencia de esta Sala Nro. 1933/16 de fecha 29 de Setiembre de 2016 y notificada el día 13 de Octubre de 2016, mediante la cual se rechazó el pedido de inhibición y subsidiaria recusación con causa interpuesta contra los magistrados Alejandro Slokar y Pedro David, integrantes de la Sala II de la CFCP. 
  II – SENTENCIA DEFINITVA – SUPERIOR TRIBUNAL DE LA CAUSA
 La impugnación que se plantea es procedente en virtud de que nos encontramos en presencia de una resolución cuyos efectos se asimila a una sentencia definitiva, dictada por el superior tribunal de la causa; esto es, la Cámara Federal de Casación Penal (conf. arts. 491 y cctes. del CPPN).
 Lógico es que, si esta Cámara Federal de Casación Penal sólo está llamada a intervenir en la revisión de sentencias definitivas o resoluciones equiparables a tales; lo resuelto por ella también habrá de ser considerado una sentencia definitiva o resolución equiparable a tal y por lo tanto pasible de ser recurrida de modo extraordinario ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación (conf. art. 457 del Código Procesal Penal de la Nación; art. 14 de la ley 48; y Fallos: 234:52; 275:18; 280:228; entre otros).
En este sentido la Corte Suprema tiene dicho que: "...a los fines del art. 14 de la ley 48, la sentencia ha de reputarse definitiva, aunque sin serlo en estricto sentido procesal, cuando medía en el caso cuestión federal bastante y se produce un agravio que, por su magnitud y por las circunstancias del hecho que lo condicionan, podría resultar frustratorio de los derechos constitucionales en que se funda el recurso, por ser de insuficiente, imposible o tardía reparación posterior..:" (Fallos: 257:301, 265:326, 271:406, 272:188, 304:1817, 308:1107, entre muchos otros).
Por ello encontrándose en juego la garantía constitucional del debido proceso y por ende en crisis la correcta administración de justicia y el servicio de la magistratura, de acuerdo a los antecedentes Fallos: 316:826   “Albariños”; 322:1941 “Zenzerovich” disidencia de los jueces Boggiano y Fayt; 326:3842 “Alvarez”, disidencia de los jueces Vázquez y Maqueda-; 328:1491 “Llerena”, entre otros-; corresponde que en el caso de autos, se garantice a los justiciables la “doble conformidad judicial”, “derecho al recurso” o “doble conforme”, de acuerdo a lo establecido en la garantía prevista por el artículo 8.2.h de la C.A.D.H., de modo tal de poder controlar así el acierto jurídico del fallo recurrido.  
III- RELATOS CIRCUNSTANCIAS RELEVANTES

Con la finalidad de cumplimentar el requisito de autosuficiencia que corresponde al recurso extraordinario legislado por el art. 14 de la Ley 48, se efectuará una breve reseña de las constancias de la causa. 

En fecha 1 de Setiembre de 2016, se interpuso formal pedido de inhibición y subsidiaria de recusación con los magistrados Alejandro Slokar y Pedro David de la Sala II de la Cámara Federal de Casación Penal.   
Mediante Resolución Nº 1933/16 de fecha 29 de Setiembre de 2016 la propia Sala II de la Cámara Federal de Casación Penal rechazo el pedido de la defensa disponiendo: “RECHAZAR in limine el planteo de recusación efectuado por la defensa, con costas (arts. 530 y ccds. CPPN).”
IV. CUESTION FEDERAL

Existe cuestión federal a resolver por la Corte Suprema de Justicia de la Nación.
En efecto, como se desarrollará a continuación, al haber dado el recurrente cumplimiento a los requisitos reclamados para la admisibilidad de su recurso, y al haber sido el mismo mantenido en esta instancia, el argumento utilizado por esta Sala para omitir el tratamiento de los agravios resulta arbitrario y atenta contra las reglas del debido proceso legal.
La cuestión se dirige contra una resolución que involucra garantías constitucionales -derecho a ser juzgado por jueces imparciales-, derivando de allí un gravamen de imposible, insuficiente o tardía reparación ulterior que torna a la resolución impugnada en equiparable a definitiva en los términos del art. 457 del CPPN (C.S.J.N. Fallos: 329:2631), atento a que se debió darle el trámite de ley, el cual se omitió.

Se han brindado fundamentos sólo aparentes al no contestar a cada una de las cuestiones introducidas por el recurrente, en violación al artículo 18 de la Constitución Nacional. 
Por ello, esta parte entiende que en autos nos encontramos ante una cuestión federal compleja, ya que encuentra comprometido el debido de proceso como la garantía de la defensa en juicio, al ponerse en crisis la correcta administración de justicia y el servicio de la Magistratura (art. 18 CN). Pues, con la interpretación legal realizada por esta Sala II -al rechazar el pedido de inhibición y subsidiaria recusación con causa contra los magistrados Alejandro Slokar y Pedro David-, se ha hecho una aplicación inadecuada de la ley de rito, motivo que desvirtúa y torna inoperante la resolución en crisis. 
Nuestro Máximo Tribunal en el precedente “Lamas, Pablo Fernando” (L. 117. XLII del 8/4/2008) dispuso: “Que si bien, en principio, las decisiones sobre recusación de los jueces no son susceptibles de recurso extraordinario, por no tratarse de sentencias definitivas en los términos del art. 14 de la ley 48 (Fallos: 310:2937), corresponde prescindir de tales extremos, bajo la invocación de circunstancias especiales que inciden en menoscabo del servicio de justicia y requieren amparo en la oportunidad en que emerge y se alega el concreto caso constitucional (Fallos: 311:266; 314:107, entre otros), las que deben ser valoradas para evitar que la garantía del debido proceso en la cual la imparcialidad del juzgador es condición necesaria pueda verse lesionada con el mantenimiento de condiciones adversas para el correcto ejercicio del derecho de defensa”. 
En cuanto al momento en que se presentó la cuestión federal, cabe remitirse al relato que antecede. Al momento de interponer el formal pedido de inhibición y subsidiaria recusación con causa contra los magistrados Alejandro Slokar y Pedro David de la Sala II se hizo reserva del caso federal. La recusación fue rechazada por la propia Sala II en forma arbitraria, sin respetar lo normado en los arts. 61 y 465 bis del C.P.P.N., lo que dejó expedita la vía extraordinaria federal.

 Sin perjuicio de ello, no resulta sobreabundante memorar que el del caso federal no está subordinado a solemnidades particulares ni requiere de términos sacramentales (Fallos: 304:148; 306:1069 y 307:2080, entre muchos) por el contrario, requiere que se propongan específicamente al tribunal del caso los temas federales que se intentan someter a su decisión para que éste tenga la posibilidad de pronunciarse sobre ellos y resolverlos sin detrimento de las normas superiores que se tiende a proteger por medio del recurso del art. 14 de la ley 48.
Por fin, en mérito a soslayar cualquier objeción formal a la procedencia de este recurso, entendemos que, como fuera adelantado y conforme se desarrollará en el punto VII, en el caso también queda expedita la vía del recurso extraordinario, en tanto la fundamentación que se fija en el fallo en crisis versa sobre una cuestión de tal trascendencia que, en sí misma configura una situación calificada -en términos jurisprudenciales de nuestro más Alto Tribunal- al verse lesionado el correcto ejercicio del derecho de defensa por menoscabo en el servicio de justicia. 
Así, existe cuestión federal suficiente puesto que la defensa pone en discusión el alcance de la garantía de juez imparcial reconocida dentro de los derechos implícitos del art. 33 de la Constitución Nacional, y se deriva de las garantías de debido proceso y de la defensa en juicio establecidas en el art. 18 de la Constitución Nacional y consagrada expresamente en los artículos: 26 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos que forman parte del bloque de constitucionalidad federal en virtud de la incorporación expresa que efectúa el art. 75, inc. 22 de la Constitución Nacional (confr. Fallos: 326:3842, disidencia de los jueces Maqueda y Vázquez).
En virtud de ello, y al hallarse cuestionado el alcance de una garantía del derecho internacional, el tratamiento del tema resulta pertinente por la vía establecida en el artículo 14 de la ley 48, puesto que la omisión de su consideración puede comprometer la responsabilidad del Estado argentino frente al orden jurídico supranacional.
V.- GRAVAMEN

La sentencia dictada por la Sala II que arbitrariamente rechazó el pedido de inhibición y subsidiaria recusación con causa interpuesta por la defensa, causando un agravio actual y concreto a esta parte
Es que la decisión de esa Sala importa la indebida restricción de una vía apta para el examen de la cuestión federal planteada, en tanto mediante fundamentos sólo aparentes, se ha omitido el tratamiento de las cuestiones introducidas por el recurrente, rechazando el planteo de la defensa, en franca violación a la ley de rito.
 La apertura de la instancia extraordinaria es procedente en base, como se dijo, a la doctrina de la arbitrariedad, al haberse interpretado de forma arbitraria la normativa aplicable para resolver la cuestión, lo cual descalifica la decisión como acto judicial válido.
La Suprema Corte en el antecedente “Llerena” (17/5/05 en la causa L. 486. XXXV) entendió: “Que la sentencia impugnada si bien no es definitiva puesto que no pone fin al juicio, ni se pronuncia de modo final sobre el hecho imputado resulta equiparable a tal en tanto produce un perjuicio de tardía e insuficiente reparación ulterior, ya que se cuestiona la imparcialidad objetiva del juzgador en un momento determinado del proceso, que por su naturaleza exige una consideración inmediata en tanto constituye la única oportunidad para su adecuada tutela (Fallos: 316:826 y sus citas; 322:1941, disidencia de los jueces Boggiano y Fayt, y 326:3842, disidencia de los jueces Maqueda y Vázquez). Ello es así, puesto que el planteo supone que el proceso no progrese ante la misma jueza sospechada de parcialidad. De lo contrario es decir, de tener que pronunciarse esta Corte luego de llevado a cabo el juicio y agotados los recursos pertinentes se produciría una dilación indebida del proceso, en perjuicio del imputado, como así también un dispendio jurisdiccional innecesario, tomando en cuenta que de resolverse favorablemente la pretensión de la defensa, se debería realizar un nuevo juicio. Por estos motivos la oportunidad para decidir la cuestión resulta ser ésta en que se la invoca, toda vez que si no la posterior revisión de lo decidido dejaría de ser eficaz (Fallos: 313:584, disidencia del juez Fayt).
Así, los planteos de la defensa pone en evidencia que éstos tienden a demostrar la existencia de la grave restricción al debido proceso, por lo que cabe predicar que el agravio invocado sea meramente conjetural, sino que, por el contrario, reviste un carácter concreto y actual (Fallos: 271:319; 307:2377; 309:5; entre otros); al estar en juego la inteligencia del art. 18 de la Constitución Nacional, de los tratados internacionales incorporados a ésta y el instituto de la recusación, cuya vinculación ha reconocido nuestra Suprema Corte, pues no es dudoso que las cuestiones de recusación se vinculan con la mejor administración de justicia, cuyo ejercicio imparcial es uno de los elementos de la defensa en juicio (Fallos: 198:78; 257: 132 y 313:584, disidencia del juez Fayt).

VI.- REFUTACIÓN FUNDAMENTOS

Tiene carácter fundamental el derecho a ser juzgado por un juez o tribunal imparcial, como una garantía fundamental del debido proceso. Se debe garantizar que el juez o tribunal en el ejercicio de su función como juzgador cuente con la mayor objetividad para enfrentar el juicio. Esto permite a su vez que los tribunales inspiren la confianza necesaria a las partes en el caso, así como a los ciudadanos en una sociedad democrática.
Una interpretación de la normativa procesal acorde con el verdadero alcance otorgado por los Tratados Internacionales y la Constitución Nacional a la garantía de imparcialidad y del debido proceso determina que los motivos enumerados en el art. 55 del Código Procesal no deben ser considerados taxativos y excluyentes. Este ha sido el criterio adoptado por nuestra Corte en “Llerena, Horacio Luis s/abuso de armas y lesiones” (Fallos 328:1491; entre muchos otros).

Nuestra Corte Suprema de Justicia de la Nación ha afirmado, en el precedente supra mencionado, que: “la garantía de imparcialidad del juez es uno de los pilares en que se apoya nuestro sistema de enjuiciamiento, ya que es una manifestación directa del principio acusatorio y de las garantías de defensa en juicio y debido proceso, en su vinculación con las pautas de organización judicial del Estado”.

Las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Procedimiento Penal conocidas como “Reglas de Mallorca” también adscriben a un concepto análogo de la garantía en cuestión; al igual que los órganos de tutela de Derechos Humanos de nuestro continente.
Más aún, en idéntica dirección se pronuncia el tribunal garante de los Derechos Fundamentales del Viejo continente. 

Según los estándares delineados por el Tribunal de Estrasburgo, lo decisivo en materia de garantía de imparcialidad es establecer si, desde el punto de vista de las circunstancias externas (objetivas), existen elementos que autoricen a abrigar dudas con relación a la imparcialidad con que debe desempeñarse el juez, con prescindencia de qué es lo que pensaba en su fuero interno, siguiendo el adagio “justice ñusta net only be done, id must also be seen to be done” (CEDH, “Delcourt vs. Bélgica”, del 17 de enero de 1970, Serie A, n° 11, párr. 31).

En este aspecto, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en el caso “De Cubber”, refirió que en materia penal incluso las apariencias pueden revestir importancia (sentencia del 28 de octubre de 1984), precedente éste que fuera citado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en el citado precedente “Llerena”.
Que bien se ha señalado, "la garantía de objetividad de la jurisdicción es un principio procesal del estado de derecho que, en la actualidad, se eleva al rango de Ley Fundamental, y porque 'cuya observancia es juzgada por las convicciones jurídicas dominantes de un modo especialmente severo' (conf. Brusiin, Otto 'Über Objektivität der Rechtssprechung', pág. 51, Helsinski, 1949, versión castellana, 1966)" Fallos: 316:286C.

Si lo que se pretende resguardar es la garantía de toda persona a ser juzgada por un juez imparcial, la evaluación de la sospecha de parcialidad alegada por la parte debe ser efectuada de modo amplio y generoso, con el objeto de mejor garantizar no sólo la imparcialidad del juzgador sino también otras garantías que de ella se desprenden como las de igualdad de las partes ante la ley y el debido proceso legal (C.N., arts. 16 y 18, C.A.D.H., arts. 8.1 y cctes).
En autos se ha puntualizado como los Dres. Slokar y David rechazan sistemáticamente los recursos de casación contra las prórrogas de prisiones preventivas de los justiciables (largamente excedidas en el tiempo), sin la producción de la audiencia prevista en el art. 465 bis del C.P.N.N. 

También se ha puntualizado que, luego de DOS AÑOS no se ha fijado la audiencia que prevee el art. 465 bis del C.P.P.N. en los autos “legajo nº 8 - querellante: secretaria de derechos humanos de la nación imputado: nast, lucio césar y otros s/legajo de casación (expte fro 085000124/2010/8), incidente en el cual se recurrió la revocación de la excarcelación y se prorroga la prisión preventiva de los justiciables, como consecuencia de un fallo condenatorio; privando a los justiciables de resolver su situación de libertad ante un fallo condenatorio NO firme.

Sin embargo, si se ha fijado fecha de audiencia, en los términos del art. 465 del C.P.P.N. en estos autos, donde se recurrió el fallo condenatorio mencionado en al párrafo anterior. Fecha que fue fijada “sugestivamente” dos días hábiles después de presentada una denuncia contra los Magistrados Slokar y David por ante el Consejo de la Magistratura de la Nación; tras DOS largos años, sin que este incidente tuviera trámite alguno.
Sobre el particular, cabe señalar que los justiciables, en fecha 19/08/16 presentaron formal denuncia contra los jueces Slokar y David por ante el Consejo de la Magistratura de la Nación por haber actuado con grave negligencia y realizando actos de manifiesta arbitrariedad en el ejercicio de sus funciones, con clara fundamentación y profusa prueba. 
Tampoco aciertan los magistrados al no mencionar, las denuncias efectuadas por el co-imputado Nast sobre serias irregularidades en la tramitación del juicio oral, que efectuó ante los mismos magistrados, con profusa documentación y que fueron soslayadas por los citados jueces. 
Asimismo, se ha acreditado en la citada denuncia, que se encuentran publicadas en internet manifestaciones que los jueces recusados habrían efectuado en medios de público acceso, que suman ingredientes a los efectos de generar temor de parcialidad. Al respecto, sobre este punto cobra importancia la doctrina sentada por la Corte Europea de Derechos Humanos, que en materia de imparcialidad las apariencias juegan un rol fundamental (en el sentido de que el juez no sólo debe ser imparcial, sino también parecerlo).
Queda claro, que en autos se va a resolver el remedio casatorio interpuesto contra un fallo condenatorio, sin haber resuelto el remedio casatorio interpuesto contra las revocaciones de la excarcelaciones y el dictado de prisiones preventivas como consecuencia de ese fallo condenatorio, tornando ilusorio los derechos de los justiciables. Incidente que lleva DOS (2) AÑOS sin trámite alguno.  
Sin mayor esfuerzo intelectual alguno, se advierte que los jueces recusados mantuvieron detenidos a los justiciables con un fallo no firme, al NO resolver el planteo casatorio sobre la revocación de sus libertades como consecuencia de esa sentencia condenatoria, que ahora se aprestan a resolver; sin tramitar, repetimos, el remedio casatorio contra la revocación de sus libertades como consecuencia de esa sentencia condenatoria, que lleva DOS (2) años sin tramitación. 

Sobre este tema en particular, cabe recordar que los jueces recusados vienen confirmando sistemáticamente las sucesivas prórrogas de las prisiones preventivas de los justiciables (notoriamente excedidas en el tiempo), dictadas en desprendimientos de la causa principal, sin dar el trámite previsto en el art. 465 bis del C.P.P.N. al declarar “inadmisible” cada recuso de la defensa. 

En razón de ello, no cabe más que concluir que los jueces recusados han transformado la situación de los justiciables, en un claro adelanto de condena y por el solo hecho de tratarse de las denominadas “causas de lesa humanidad”.  
Olvidan los jueces recusados que tal tarea debe ser asumida de manera respetuosa con los principios y garantías constitucionales propios del Estado de Derecho. Es decir, con estricto apego a los principios emergentes de la forma republicana de gobierno, del orden constitucional y de un Estado de Derecho.
Aquí, cobra vital importancia lo denunciado por los justiciables en su denuncia ante el Consejo de la Magistratura en fecha 19/08/16 en cuanto a la postura ideológica de los Dres. Slokar y David sobre estos juicios. 

Por ello, se ha dicho que "la imparcialidad del tribunal es uno de los aspectos centrales de las garantías mínimas de la administración de justicia. Con relación al alcance de la obligación de proveer de tribunales imparciales según el artículo 8.1 de la Convención Americana, la CIDH ha afirmado en ocasiones anteriores que la imparcialidad supone que el tribunal o juez no tiene opiniones preconcebidas sobre el caso sub judice [...]…” (conf. Informe 78/02, caso 11.335, Ruy Malary vs. Haití, 27/12/02).
Con este panorama, hubiera sido prudente que los señores jueces recusados hubieran aseverado o rechazado los extremos aludidos en ocasión de realizar los informes previstos por el artículo 61 del C.P.P.N. Sin embargo, el rechazo de las recusaciones de los doctores Slokar y David se limitó a analizar jurídicamente la viabilidad de la recusación que fuera interpuesta, sin producirse los informes a los que alude el artículo mencionado.  

En efecto, en aras de la preservación del principio del debido proceso y de la garantía de defensa en juicio, los magistrados recusados debieron emitir el informe que prevee el art. 61 del C.P.P.N. y proceder a la integración de la Sala con otros dos magistrados (ya que la Dra. Ledesma no fue recusada) para resolver el pedido de inhibición y subsidiaria recusación con causa interpuesta por la defensa. 

Queda claro entonces, que el temor de falta de imparcialidad de los Sres. Jueces recusados, se va patentizado en cada rechazo sistemático a las presentaciones de los justiciables y demoras injustificados en los planteos excarcelatorios, quedando muy poco margen de duda de que los citados magistrados confirmaran las sentencias condenatorias dictadas, declarando abstracto los planteos sobre las revocaciones de las excarcelaciones y el dictado de las prisiones preventivas como consecuencia de la confirmación de  dicho fallo condenatorio.  

Así, estando en juego la revisión de un fallo condenatorio recaído en autos y por ende la libertad de los justiciables, corresponde que sus peticiones al respecto, sean resueltas por Magistrados imparciales, cuya actividad no haya sido puesta en tela ni juicio ni pese sobre ellos algún temor de parcialidad.
Por ello “…el Estado está en el deber de garantizar una apariencia de independencia de la magistratura que inspire legitimidad y confianza suficiente no solo al justiciable, sino a los ciudadanos en una sociedad democrática (Cfr. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de julio de 2004; Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005; Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero de 2001; Caso Apitz Barbera y otros; "Corte Primera de lo Contencioso Administrativo"; Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008 y Caso Reverón Trujillo vs. -Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 30 de junio de 2009)” (C.S.J.N., causa 1095/2008/CSJ; “Aparicio, Ana Beatriz y otros e/ EN -CSJN- Consejo de la Magistratura - arto 110 s/ empleo público”, sentencia del 21/4/2015).
En este sentido también se ha expedido la Procuración General de la Nación, en tanto consideró que "la facultad de apartar a los jueces sospechados de parcialidad, no debe ser confundida con una agresión a la honorabilidad u honestidad de los jueces...el temor de imparcialidad es un vicio objetivo del procedimiento y no una mala cualidad subjetiva o personal del juez" (dictamen in re "Zenzerovich", Fallos: 322:1941).

Desde esta óptica, los motivos del apartamiento solicitado analizados de forma integral y global permiten concluir que pueden existir en las partes y en la sociedad dudas razonables acerca de la imparcialidad de los jueces recusados. 

En consecuencia, a fin de evitar una inusitada privación de justicia y una grave violación al debido proceso y a la garantía de la defensa en juicio, entende esta defensa que corresponde ordenar que el pedido de inhibición y subsidiaria recusación con causa, sean resueltas por una Sala integrada, previo informe de los magistrados Slokar y David (artículos 18, 31, 33, 75, inciso 22, C.N.; 8.1 C.A.D.H.; 14.1 P.I.D.C.P.; 10 D.U.D.H; 26 D.A.D.D.H).
VII. LA LESION CONSTITUCIONAL

Los fundamentos de la resolución en crisis torna ilusorio el uso de un instrumento concebido para asegurar la imparcialidad del órgano jurisdiccional llamado a decidir una controversia, condición de vigencia de la garantía del debido proceso (Fallos: 321:3504, disidencia del juez Fayt).
En la especie se halla en juego la discusión acerca del alcance de la garantía de ser juzgado por un tribunal imparcial, consagrada por el artículo 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de rango constitucional en virtud de lo estatuido por el artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional.
Se trata de la imparcialidad frente al caso, la que semánticamente refiere a la ausencia de prejuicios a favor o en contra de las personas o de la materia acerca de las cuales cabe decidir, y que intenta preservarse colocando en la función de juzgar a una persona que garantice la mayor objetividad posible al enfrentarlo (conf. Maier, J.B.J., Derecho Procesal Penal T.I, del Puerto, Bs.As., l986, ps. 739, 752 y sig.).
La Corte IDH explicó que “…la institución de la recusación tiene un doble fin: por un lado actúa como una garantía para las partes en el proceso, y por el otro, busca otorgar credibilidad a la función que desarrolla la Jurisdicción. En efecto, la recusación otorga el derecho a las partes de instar a la separación de un juez cuando, más allá de la conducta personal del juez cuestionado, existen hechos demostrables o elementos convincentes que produzcan temores fundados o sospechas legítimas de parcialidad sobre su persona, impidiéndose de este modo que su decisión sea vista como motivada por razones ajenas al Derecho y que, por ende, el funcionamiento del sistema judicial se vea distorsionado” (Corte IDH caso, “Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela”, del 5 de agosto de 2008).
En palabras de la Corte, ocurre que “...si de alguna manera puede presumirse por razones legítimas que el juez genere dudas acerca de su imparcialidad frente al tema a decidir, debe ser apartado de su tratamiento, para preservar la confianza de los ciudadanos ‘y sobre todo del imputado’ en la administración de justicia, que constituye un pilar del sistema democrático” (Fallos 328:1491).
Se trata de dar plena efectividad a la garantía de gozar de imparcialidad desde la óptica de su principal destinatario, vale decir el justiciable, quien no debe albergar vacilación sobre el magistrado que lo juzgará.
                           VIII. PETITORIO
                            Por todo lo expuesto a VE. ruego:

a) Tenga por interpuesto en legal tiempo y forma el recurso extraordinario contra la sentencia dictada por esta Sala el día 29 de Octubre de 2014.

b) Conceda el recurso y eleve los autos a la Corte Suprema de Justicia de la Nación para que deje sin efecto la sentencia por esa vía impugnatoria.  

Proveer de conformidad.

Será Justicia. 
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